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DECLARACIÓN DE EXISTENCIA DE UNIÓN MARITAL DE HECHO. El artículo 2 de la Ley 54 de 1990, modificado por el 1° de la Ley 979 de 2006, trae aparejada una presunción, según la cual, hay sociedad patrimonial de hecho en la medida en que subsista la unión marital por el lapso aludido, siempre que no haya impedimento de uno de los compañeros para contraer matrimonio. De manera que ni siquiera se muestra imperioso que se reclame el reconocimiento de dichos efectos en una época determinada; lo que hay que probar es la existencia de la unión marital, que ella perduró el tiempo exigido por la ley, que no había impedimento para contraer matrimonio en ninguno de los compañeros, para que se presuma su conformación desde el momento mismo en que comenzó la relación marital, o bien, desde cuándo, existiendo una sociedad conyugal o patrimonial anterior, ella fue disuelta. Y en este caso, ya está visto que se demostró la unión marital, que ella superó los dos años, que en el lapso que se discute en el proceso ninguno de los compañeros tuvo impedimento para contraer matrimonio, y que la sociedad patrimonial que existió entre ellos mismos correspondió a una época anterior, fue disuelta y liquidada legalmente. De manera que ninguna equivocación se advierte en el funcionario, que, a pesar de la imprecisión en la formulación del libelo, ajustó sus declaraciones al espíritu de la norma que regula este tipo de sociedad, si bien no se advierte ninguna circunstancia especial que impidiera tal reconocimiento desde el mes de abril de 2007. Viene como corolario de lo dicho, que el fallo será confirmado. 
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HECHOS: Los señores Leidy Johana Vélez Botero y Gustavo Grisales Vélez, ambos solteros, vivieron en unión marital de hecho desde el 1 de abril de 2007 hasta el 15 de febrero de 2015 (reforma a la demanda, porque en la inicial se había dicho que inició el 15 de agosto de 2001); fijaron su residencia en el municipio de Guática y procrearon a los menores Stiven y Alejandro Grisales Vélez; no celebraron capitulaciones y como consecuencia de la unión marital surgió una sociedad patrimonial de hecho, integrada por los bienes que se relacionan. OJO: MEDIDAS CAUTELARES VIGENTES?????
PRETENSIONES: Se declare la existencia de la unión marital de hecho desde el 1 de abril de 2007 hasta el 15 de febrero de 2015 y en consecuencia, de una sociedad patrimonial “…desde el 1º de abril de 2009 hasta el 15 de febrero de 2015” que debe también declararse disuelta y en estado de liquidación (reforma a la demanda)
.

RESPUESTA A LA DEMANDA: Aceptó el demandado la unión marital de hecho pregonada en la demanda y que en vigencia de esa unión procrearon dos hijos, pero negó que la misma hubiese terminado el 15 de febrero de 2015, sino que lo fue el 30 de enero de 2007, cuando decidieron de mutuo acuerdo disolver y liquidar la sociedad patrimonial, por medio de la escritura pública No. 25 de esa fecha, otorgada en la Notaría Única del Círculo de Guática; por ello, se opuso a las pretensiones y formuló la excepción de fondo denominada “cosa juzgada”
. En escrito separado planteó la misma excepción pero con el carácter de previa
.
Al contestar la reforma a la demanda, dijo: “Es cierto que se formó una unión marital de hecho hasta el 15 de febrero de 2015, pero como se dijo en el escrito de contestación de la demanda, esta se inició desde el 15 de agosto de 2001". Pidió desestimar la pretensión 2ª de la reforma a la demanda y por consiguiente la 3ª y 4ª de la principal. 
Aseguró que la sociedad patrimonial que surgió con ocasión de la unión marital de hecho iniciada el 15 de agosto de 2011, fue disuelta y liquidada por los trámites notariales el 30 de enero de 2007, valga decir, se separaron de bienes y por tanto los que adquirieron con posterioridad a esa calenda, les pertenece a cada uno tal y como lo señala el artículo 203 del Código Civil.  

Agregó que para que no quedaran dudas respecto de la intención que tenían con la liquidación de la sociedad patrimonial, celebraron el 20 de septiembre de 2007 capitulaciones patrimoniales en cuyo documento plasmaron: “TERCERO: Los comparecientes manifiestan que excluyen de manera definitiva de la futura unión marital de hecho los bienes presentes o futuros que pertenezcan a los señores GUSTAVO ALBERTO GRISALES VÉLEZ y LEIDY JOHANA VÉLEZ BOTERO. CUARTO: Que también excluyen y de manera definitiva de la futura unión marital de hecho, los aumentos o valorizaciones que llegasen a tener los bienes propios de cada cónyuge (sic) así como sus rendimientos….SEXTO: Los comparecientes manifestaron que administrarán en forma personal e independiente los bienes objeto de este inventario y los que adquieran cada uno de ellos dentro de la sociedad conyugal (sic), y así mismo por este mismo documento manifiestan que están de acuerdo al artículo 1775 del Código Civil Colombiano, CADA UNO DE ELLOS RENUNCIA A LOS GANANCIALES, que resulten a la disolución de la unión marital de hecho sin perjuicio de terceros. SÉPTIMO: Igualmente manifiestan los comparecientes que excluyen y de manera definitiva de la futura sociedad, los bienes que cada cónyuge (sic), adquiera como producto de la venta de los bienes enunciados en el numeral tercero de este documento…. OCTAVO: Manifiestan de la misma manera que las deudas o pasivos que en la actualidad poseen cada uno de los comparecientes, seguirán siendo a nombre de cada uno de los comparecientes….”.
Reiteró la excepción de fondo de cosa juzgada formulada al contestar la demanda inicial y propuso otra que denominó “inexistencia de la constitución de la sociedad patrimonial”; también insistió en la previa; todas las hizo consistir en el hecho de que si bien es cierto, entre ellos se formó una unión marital de hecho, la misma fue disuelta y liquidada mediante escritura pública No. 25 de enero 30 de 2007, otorgada en la Notaría Única del Círculo de Guática y que adicionalmente, suscribieron las capitulaciones patrimoniales a las que ya se hizo referencia
.    
El Juzgado de primera sede mediante auto del 28 de septiembre de 2015 resolvió de manera desfavorable la excepción previa mencionada y ordenó continuar con el trámite del proceso
. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 13 de abril de 2016. En ella se declaró no probada la excepción de fondo propuesta por el demandado denominada “cosa juzgada” y se reconoció que entre las partes existió una unión marital de hecho desde el 1º de abril de 2007 hasta el 15 de febrero de 2015. En la misma providencia se declaró disuelta y en estado de liquidación la sociedad patrimonial que entre ellos se formó por el mismo lapso y se condenó a la parte demandada a pagar las costas del proceso, a favor de la actora.  

Para decidir así, manifestó el Juez Promiscuo del Circuito de Quinchía que entre las partes existió una unión marital de hecho desde el año 2001 hasta el año 2007, cuando decidieron de común acuerdo liquidarla; que a partir del 1º de abril del último año, la citada pareja inició una nueva convivencia que se prolongó hasta febrero de 2015; que si bien es cierto, en el plenario aparece un documento por medio del cual los socios estipularon capitulaciones patrimoniales, las mismas carecen de validez por cuanto no las elevaron a escritura pública como lo exige el artículo 1772 del Código Civil, por esa razón, la excepción de fondo planteada por el demandado denominada “cosa juzgada” se configura para la primera relación, mas no para la segunda.
Aclaró el fallador que si bien es cierto la demandante en la reforma a la demanda, solicita se declare la existencia de la sociedad patrimonial a partir del 1º de abril de 2009, ello se debe a un error de interpretación de la ley 979 de 2005 y 54 de 1990, pues lo que ellas dicen es que para que exista una sociedad patrimonial tiene que existir una convivencia no inferior a dos años, pero la primera se conforma desde el primer día de convivencia, razón por la cual, en el presente caso, la sociedad patrimonial pretendida lo es desde el 1º de abril de 2007 y no desde el año 2009.

APELACIÓN: Inconforme con la decisión, el apoderado del demandado interpuso recurso de apelación e hizo los siguientes reparos:  a) no es cierto que se hubiera demostrado con las pruebas, la existencia de la unión marital de hecho; b) las apreciaciones del señor juez, aunado a que habla de indicios y con base en ellos profiere sentencia a favor de la demandante, no deben tenerse en cuenta en esta clase de asuntos; c) respecto de los efectos patrimoniales que reconoce, no está de acuerdo, porque si la parte demandante lo solicitó en la forma que lo hizo en la reforma de la demanda y en el momento de la audiencia cuando se hizo fijación de hechos y pretensiones nada dijo, no puede el juez arreglarle las pretensiones de la demanda y concederle unos derechos que no está pidiendo.

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado de la parte demandada frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, 13 de abril de 2016, en el proceso sobre unión marital de hecho promovido
CONSIDERACIONES
1.  
Los presupuestos procesales están acreditados y no se advierte causal de nulidad en el trámite que pueda dar al traste con el mismo.
2. 
La legitimación de las partes, para un caso como el que se analiza, deriva, por supuesto, de la calidad de compañeros permanentes que demandante y demandado hubieran podido tener, que es, precisamente, lo que se discute, con lo que, para establecerla, es menester adentrarse en el estudio de la cuestión planteada. 

3. Brevemente se recuerda que en los términos del artículo 1° de la Ley 54 de 1990, entendido en el contexto de la sentencia C-075 de 2007, es decir, que el régimen de protección en ella contenido se aplica también a las parejas homosexuales, la unión marital de hecho es aquella formada entre una pareja que, sin estar casados, conforman una comunidad de vida permanente y singular. Sobre estos requisitos recientemente, en la sentencia SC11294 de agosto 16 de 2016, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, recordó que: 
“… para el reconocimiento de la existencia de la unión marital de hecho, le corresponde al juzgador determinar si se encuentran reunidos los requisitos legales, específicamente, los siguientes: 
a) Una comunidad de vida que se exterioriza en la voluntad libre y responsable de los compañeros permanentes de establecer entre ellos de manera exclusiva una familia, al unir sus esfuerzos para el bienestar común y brindarse afecto, socorro, apoyo, ayuda y respeto mutuo, lo cual supone que mantengan una convivencia, relaciones sexuales, adquieran obligaciones alimentarias entre sí y con sus descendientes y decidan de manera mancomunada si desean o no tener hijos y el número de ellos, así como la forma en la que serán educados. 
b) La singularidad, significa que los compañeros permanentes no pueden establecer otros compromisos similares con terceras personas, pues se requiere que la relación de la pareja sea exclusiva, porque si alguno de ellos, o los dos, sostienen además uniones con otros sujetos o un vínculo matrimonial en el que no estén separados de cuerpos los cónyuges, esa circunstancia impide la configuración del fenómeno. Además, con este requisito, el legislador pretendió evitar la coexistencia de uniones maritales de hecho, con el fin de prevenir un sinnúmero de pleitos. 
También ha definido la Sala que ‘una vez establecida una unión marital de hecho, la singularidad que le es propia no se destruye por el hecho de que un compañero le sea infiel al otro, pues lo cierto es que aquella, además de las otras circunstancias previstas en la ley, cuyo examen no viene al caso, sólo se disuelve con la separación física y definitiva de los compañeros» (CSJ SC, 10 Abr. 2007, Rad. 2001-0045-01). 

c) La permanencia está referida a la prolongación en el tiempo de la convivencia entre la pareja, lo cual exige que exista estabilidad y excluye las relaciones transitorias, ocasionales o esporádicas que no consolidan una comunidad de vida entre sus integrantes. Si bien el legislador no determinó un período mínimo para su conformación, por vía jurisprudencial, se ha definido que el requisito bajo estudio debe estar unido «no a una exigencia o duración o plazo en abstracto, sino concretada en la vida común con el fin de poder deducir el principio de estabilidad que es lo que le imprime a la unión marital de hecho, la consolidación jurídica para su reconocimiento como tal», (CSJ SC. 12 Dic. 2001, Rad. 6721)”.
De otro lado, del artículo 2º de la citada Ley 54, modificado por la Ley 979 de 2005, surge que entre los compañeros permanentes se presume la conformación de una sociedad patrimonial y hay lugar a declararla, siempre que (i) la unión marital perdure al menos dos años; (ii) los compañeros no tengan impedimento legal para contraer matrimonio; (iii) cuando existiendo ese impedimento, la sociedad conyugal o sociedades conyugales anteriores, hayan sido disueltas antes de la fecha en que se inició la unión marital. Exigencias menos densas hoy, pues antes se imponía un tiempo específico para estos últimos efectos, lo que cambió, gracias a las sentencias C-700 de 2013, que eliminó el requisito de la liquidación, y C-193 de 2016, que sustrajo la exigencia del año en relación con la disolución. 
4. En la demanda, después de su reforma, quedó señalado que desde el 1º de abril de 2007 y hasta el 15 de febrero de 2015, se conformó entre la demandante y el demandado una unión marital de hecho, lapso durante el cual ninguno de ellos tenía un matrimonio anterior o sociedad conyugal vigente con terceros. En consecuencia, se pidió la declaración de dicha unión y, como consecuencia de ella, la existencia de una sociedad patrimonial de hecho a partir del 1º de abril de 2009 y hasta el 15 de febrero de 2015, valga decir, sin explicación alguna de esta diferencia entre las fechas de inicio de la unión y de la sociedad. 
Además, se afirmó que durante ese lapso no hubo capitulaciones, la relación tuvo lugar en el municipio de Guática, fueron procreados dos hijos de nombres “Stiven y Alejando”, que para la fecha de la demanda contaban 12 y 11 años, respectivamente.  
5.
Al responder la reforma de la demanda, expresamente dijo el apoderado judicial del demandado que “Es cierto que se formó una unión marital de hecho hasta el 15 de febrero de 2015, pero como se dijo en el escrito de contestación de la demanda, esta se inició desde el 15 de agosto de 2001”; solo que el 30 de enero de 2007, se disolvió y liquidó la sociedad patrimonial. En tal virtud, insiste (f. 159), “ha de tenerse en cuenta señor Juez si bien es cierto, LA UNIÓN MARITAL DE HECHO PERSISTIÓ HASTA EL 15 DE FEBRERO DE 2015, se entiende que los señores LEIDY JOHANA VÉLEZ BOTERO y GUSTAVO ALBEIRO GRISALES VÉLEZ, ya se encontraban separados de bienes…”. Fuera de eso, en documento suscrito el 20 de septiembre de 2007, celebraron “CAPITULACIONES DE HECHO”, con el fin de excluir de la futura unión marital los bienes presentes o futuros que les pertenezcan; los aumentos o valorizaciones que llegasen a tener los bienes propios; disponer la administración independiente de los bienes y renunciar a gananciales. Por ello, propuso como excepción la cosa juzgada, además de la de inexistencia de la constitución de la sociedad patrimonial.  
6. Por allí empieza a decantarse la situación, si se tiene en cuenta que, en los términos del artículo 197 del CPC, bajo cuya égida se promovió la demanda y su reforma, también la respuesta, la confesión por apoderado judicial vale cuando se haya recibido autorización del poderdante, solo que esta se presume para la demanda y su respuesta. De manera que, cuando el apoderado judicial del demandado, en varios pasajes de su pronunciamiento sobre la reforma, categóricamente aceptó que entre las partes hubo una unión marital de hecho hasta el 15 de febrero de 2015, prácticamente quedaba descartado cualquier debate sobre ese particular, pues la calificación de esa confesión se fundó en un aspecto diferente a este, concretamente, en que el 30 de enero de 2007, los compañeros decidieron, mediante escritura pública, disolver y liquidar la sociedad patrimonial que entre ellos se había formado. 
7. De manera que, en estricto sentido, no era menester averiguar, en la sentencia, si entre Leidy Johana Vélez Botero y Gustavo Albeiro Grisales Vélez existió una unión marital de hecho, sino sus extremos y sus consecuencias patrimoniales.

Con todo, una primera fase de la relación de la pareja, que se dio entre el mes de agosto de 2001 y enero de 2007, ninguna discusión suscita, ya que, a la postre, fue admitida expresamente por ambos compañeros; también que liquidaron su sociedad patrimonial el 30 de enero del último año citado, por escritura pública No. 25, otorgada en la Notaría Única de Guática, documento en el que además plasmaron, en la cláusula décima, que se encuentran separados y también regularon lo relacionado con la custodia de sus dos hijos menores Stiven y Alejandro, el régimen de visitas y lo relativo a los alimentos

Empero, se desprende además del acervo probatorio que unos meses después de acaecida la separación, optaron por unirse otra vez, en lo que, no cabe duda, fue una situación de pareja diferente a la primera, confesada, se repite, por el demandado. 

Aunque la confesión es indivisible (art. 200 CPC) y por ello debe aceptarse con las modificaciones, aclaraciones y explicaciones concernientes al hecho confesado, tal regla tiene como excepción que exista prueba en contrario. 
Precisamente, el demandado aceptó en el interrogatorio que en el año 2001 entraron en problemas y decidieron partir bienes. Pero luego, dice él, pasados unos cinco meses, ella lo llamó para que la recibiera, y ante tanta insistencia, y por lo hijos, aceptó, y le  impuso como condición que firmara un documento en el que se dijera que ella no tendría derecho a nada; para tal fin, le dijo al notario de Guática que lo elaborara. Esa situación fue también relatada por la demandante. 

Y aunque en ese mismo acto dijo que a pesar de que vivían bajo el mismo techo, no tenían una relación marital, pues dormían en cuartos separados, tal manifestación no se consignó en el escrito por medio del cual se respondió la reforma a la demanda y se considera desvirtuada con las siguientes pruebas:

El documento elaborado por el notario de Guática, al que antes se hizo alusión, bajo el epígrafe de capitulaciones de hecho. En él, acordaron las partes “contraer entre sí unión marital de hecho”, tal como se plasmó en la cláusula primera, y excluir de ella una serie de bienes. Ello, sin duda, constituye también una confesión extrajudicial de la relación marital, en los términos del artículo 195 del CPC, en tanto que los comparecientes tenían capacidad; lo dicho, frente a este proceso, produce consecuencias adversas al demandado, que se empeña en desconocer la unión marital; el hecho es susceptible de ese medio de prueba; la manifestación fue expresa, consciente y libre, versa sobre hechos personales del confesante y está debidamente acreditada (f. 155). 
Más todavía, está acreditado que  el demandado estuvo vinculado al Sistema General de Seguridad Social en Salud en el régimen contributivo que ofrece la EPS Coomeva, desde el 15 de mayo de 2006 hasta el 5 de mayo de 2015 en calidad de cotizante cabeza de familia e incluyó a la demandante como beneficiaria, en calidad de  “cónyuge”. Así figura en el documento que obra a folio 10 del cuaderno principal.
Se deduce además un indicio de la existencia de la unión, porque en las escrituras públicas allegadas por la demandante al reformar su libelo (f. 116 a 153), otorgadas en mayo de 2009, septiembre de 2009, marzo de 2011, febrero de 2012, junio y diciembre de 2014, afirmó el demandado que era soltero y tenía vigente una unión marital de hecho. No dijo con quién, sin embargo, sumadas estas manifestaciones a la que hizo al absolver interrogatorio, en el sentido de que durante el tiempo que compartió techo con la demandante ninguna otra pareja tuvo, la conclusión que obliga es que su compañera permanente fue Leidy Johana Vélez Botero. 

El análisis en conjunto de esas pruebas permite deducir que la confesión que hizo el demandado al responder la reforma a la demanda, aunque admitía infirmación, según lo prescribe el artículo 201 del CPC, no fue desvirtuada.

Ni siquiera con la prueba testimonial que, bueno es señalarlo, es bastante endeble, ya para construir sobre ella la pretendida unión marital, ora para negar su existencia. 

En efecto, de los dos grupos de testigos escuchados, el Juzgado le dio crédito al que trajo la demandante, aunque, en estricto sentido, lo que aportaron fue poco; sin embargo, sí fue más diciente lo que narraron frente a lo que expusieron los testigos que hizo comparecer el demandado. 
Aquellos primeros, al menos tuvieron un contacto más directo con la pareja. Estibenson Arévalo Mesa, primo en segundo grado de las partes, narró que junto con su señora madre los visitaban y cuando lo hacían se veían, junto a sus hijos, como una familia, comían juntos, se prodigaban cariño, aunque en una particular forma, porque Gustavo Albeiro no tenía expresiones muy amorosas. 
Mayela del Socorro Domínguez Álvarez supo de la relación, porque los visitaba e incluso pernoctaba en la casa de ellos y comía allí o compartía con ellos en la finca, cuando iba Guática, donde le prestan el servicio de salud. Relató que ellos dormían juntos y tenían su alcoba con una cama matrimonial. Señaló, concretamente, que llegaron a ir juntos varias veces a la finca, siempre él la presentó como pareja, en las reuniones familiares actuaban como tal, muchas veces le dejaron a los niños para ir a Pereira, los veía en la cama, porque dormía allá y no cerraban la puerta, él se portaba muy atento con ella y ella con él. Narró que cuando volvieron a vivir juntos, el demandado le puso una condición a la demandante, que era firmar unos papeles, pero no supo qué decían, ni la fecha. Reiteró que él almorzaba en su casa y cuando ella estaba allí a esas horas se sentaban juntos a la mesa; en época de navidad los vio comprar juntos los regalos para todos, incluso los empleados; y terminó informando que ella siempre fue muy cariñosa, en cambio él era muy frío; ella le decía “mi amor”,  se abrazaban, aunque siempre fue muy serio.  

Estos deponentes, se repite, en lo que pudieron conocer de manera directa, ofrecen credibilidad a la Sala, porque explicaron razonadamente las circunstancias bajo las cuales tuvieron conocimiento de los hechos narrados. 

No cabe decir lo mismo de Norbey de Jesús Gallo Palacio, vecino de la pareja, porque lo que supo de la verdadera relación dentro del hogar, fue por comentarios que el mismo demandado le hizo; fue él quien le dijo que había recibido en su casa a la demandante únicamente por los hijos, pero no sostenían una relación marital. Además, refirió que Gustavo Albeiro sostenía otras relaciones, que eran conocidas por la sociedad. Es, pues, un testigo de oídas en lo que es verdaderamente relevante para el proceso, cuya credibilidad, por esa misma circunstancia, y principalmente porque el conocimiento proviene de una de las partes, se resiente. Ahora, su versión de que el demandado departía frecuentemente con otras mujeres, no halla ningún soporte en las demás pruebas recaudadas; y aun si ello fuera así, la sola infidelidad no es suficiente para desvirtuar una relación marital. 
Blanca Nubia Hoyos Navarro, igualmente vecina, supo que demandante y demandado vivían juntos; pero, en su sentir, la relación no era como de casados, porque no veía en ellos manifestaciones de cariño. La cosa es que, expresó que así fue antes de la separación y después de que volvieron a vivir juntos. Esa sola circunstancia impide tener su testimonio como edificante de la tesis de que no hubo unión marital, porque si en la primera época de la relación la pareja vivía igual, y está cabalmente reconocido que para entonces, eran compañeros permanentes, no habría ninguna razón para concluir que en la segunda etapa no lo fueron. 

Mariela de Jesús Valencia de Marín nada conoció de la intimidad de la pareja, de su forma de vida dentro de su casa; solo afirmó que nunca llegó a verlos en la calle juntos; aclaró sí que no sabe cómo fue la relación de ellos antes de que se separaran y que parecía que no se entendían; que tanto ella como él le decían que no se amaban, lo que ocurrió “como un año antes”. Es decir, que ninguna certeza ofrece sobre lo que se quiere averiguar en este asunto, que es la unión marital de hecho. Esos solos comentarios son insuficientes para desdeñar su existencia. 

Y Uriel de Jesús Ruiz Hoyos empezó diciendo que es bastante amigo de Gustavo Albeiro; y esa afirmación, debilita su testimonio en la medida en que, enseguida, adujo que la primera vez que vio a la demandante fue hace como cuatro años (desde su declaración), cuando ella volvió implorándole por los niños. Francamente, si eran bastante amigos, no cabe entender que desconociera la presencia de Leidy Johana en años anteriores, cuando se supone, al decir del mismo demandado, que era la época de la unión marital de hecho. Y más allá de esto, lo cierto es que tampoco sabe el testigo cuales eran las condiciones bajo las cuales vivían ellos, no los frecuentó en su casa, no compartió con ellos, como para poder afirmar categóricamente, que no había entre ellos ningún sentimiento especial. 
8. En conclusión, contrario a lo afirmado por el recurrente, las pruebas recaudadas, como lo concluyó el funcionario de primer grado, acreditan la existencia de la unión marital de hecho entre las partes, desde el 1° de abril de 2007 hasta el 15 de febrero de 2015. 

Consecuencialmente, se conformó entre los compañeros una nueva sociedad patrimonial, que no se afecta por la liquidación que entre las partes hubo en el mes de enero de 2007, dado que ella se refiere a una relación marital anterior, como está decantado. 

9. Queda por elucidar si el juez se equivocó al reconocer esos efectos patrimoniales desde el mismo 1° de abril de 2007, como lo propone el recurrente, dado que en la demanda se impetró tal declaración desde el 1° de abril de 2009. 
En el fallo, explicó el funcionario que se trata simplemente de una equivocada interpretación que el asesor judicial de la demandante hizo de la ley, pues basta con que se demuestre que la convivencia perduró dos años o más para que surja a la vida jurídica la sociedad. 

Y así es. El artículo 2 de la Ley 54 de 1990, modificado por el 1° de la Ley 979 de 2006, trae aparejada una presunción, según la cual, hay sociedad patrimonial de hecho en la medida en que subsista la unión marital por el lapso aludido, siempre que no haya impedimento de uno de los compañeros para contraer matrimonio. 

De manera que ni siquiera se muestra imperioso que se reclame el reconocimiento de dichos efectos en una época determinada; lo que hay que probar es la existencia de la unión marital, que ella perduró el tiempo exigido por la ley, que no había impedimento para contraer matrimonio en ninguno de los compañeros, para que se presuma su conformación desde el momento mismo en que comenzó la relación marital, o bien, desde cuándo, existiendo una sociedad conyugal o patrimonial anterior, ella fue disuelta. 
Y en este caso, ya está visto que se demostró la unión marital, que ella superó los dos años, que en el lapso que se discute en el proceso ninguno de los compañeros tuvo impedimento para contraer matrimonio, y que la sociedad patrimonial que existió entre ellos mismos correspondió a una época anterior, fue disuelta y liquidada legalmente. 

De manera que ninguna equivocación se advierte en el funcionario, que, a pesar de la imprecisión en la formulación del libelo, ajustó sus declaraciones al espíritu de la norma que regula este tipo de sociedad, si bien no se advierte ninguna circunstancia especial que impidiera tal reconocimiento desde el mes de abril de 2007. 

10. Viene como corolario de lo dicho, que el fallo será confirmado. 

Se condenará en costas de segundo grado al demandado y en favor de la demandante. Se liquidarán en primera instancia, en los términos del artículo 366 del CGP, previa fijación de agencias en derecho, lo que se hará por separado. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira en Sala Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

DECISIÓN

Primero: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, el 13 de abril de 2016, en el proceso iniciado por Leidy Johana Vélez Botero contra Gustavo Albeiro Grisales Vélez. 
Segundo: Costas en esta sede a cargo de la parte demandada y a favor de la actora, las que liquidará el juzgado de primera sede de acuerdo con el artículo 366 del Código General del Proceso, previa la fijación de agencias en derecho por auto posterior.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  



DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 156 y 157, cuaderno principal.


� Folios 95 a 100, cuaderno principal.


� Folios 107 a 110, cuaderno principal.


� Folios 158 a 164, cuaderno principal. 


� Folios 189 a 192, cuaderno principal.


� Folios 102 a 106, cuaderno No. 1





